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Esta investigación repasa la historia de la interpretación judicial, analizando la 
situación actual de la profesión y recogiendo los derechos lingüísticos de los 
ciudadanos a declarar en sus lenguas maternas en causas judiciales, con 
ejemplos basados en la jurisprudencia. El marco teórico se basa en una 
comparación de las leyes y los convenios que consideran la interpretación 
judicial y sus condiciones.  
Posteriormente, el análisis teórico se contrasta con el análisis de la causa 
judicial del 1 de octubre. Para situar al lector, se estudia la realidad política del 
caso y el análisis de distintas fuentes para poder plasmar la realidad desde 
varias perspectivas. Asimismo, se analizan las respuestas de asociaciones 
lingüísticas y de los abogados de los acusados.  
Los encausados, catalanoparlantes, declararon en castellano. En el trabajo se 
analizará porqué no se les prestó interpretación simultánea, porqué declararon 
en castellano, aunque no fuera su intención inicial ni su lengua materna, los 
argumentos judiciales que utilizaron ambas partes y cómo se debería proseguir 
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La era de la globalización es también una era de pérdida cultural, de pérdida de 
diversidad y pérdida de lenguas minoritarias. Por ello, mis inquietudes 
académicas se han dividido siempre entre la antropología lingüística y la 
interpretación. Sin cultura no hay lengua, y sin lengua no hay cultura. Los 
mensajes nos llegan cargados de referencias culturales que, como intérpretes, 
debemos transmitir. Ser un buen intérprete va más allá del trabajo en la cabina. 
Ser un buen intérprete es saber trazar lazos entre dos culturas diferentes, esa 
es la verdadera esencia de nuestra profesión. 
Entregándome a estas inquietudes, anteriormente realicé investigaciones sobre 
El catalán en las Naciones Unidas y las instituciones internacionales y sobre los 
Usos lingüísticos de la comunidad china en Mollet del Valles. En este nuevo 
estudio pretendo utilizar los hallazgos de estas antiguas investigaciones como 
base para un trabajo más profundo y especializado, que sirva a su vez de 
investigación previa para un posible doctorado.  
El uso de la lengua catalana en distintos ámbitos y cómo está cambiando ante 
la globalización y las nuevas migraciones ha sido un punto en común en estas 
anteriores investigaciones. Por ello, en esta ocasión, quise analizar el uso del 
catalán en interpretaciones judiciales. Este objetivo inicial, sin embargo, 
quedaba excesivamente delimitado ya que el uso del catalán en los casos 
judiciales se limita a la preferencia del magistrado como veremos más 
adelante. Dada la prevalencia sociolingüística que este trabajo podía tener y, 
en consecuencia, la desvinculación de la interpretación, y dada también la 
amplia literatura previa publicada por asociaciones lingüísticas y grupos de 
defensa del catalán, el trabajo perdía interés académico.  
Afortunadamente, el Doctor Franz Pöchhacker, autor de Routledge 
Encyclopedia of Interpreting Studies, me aconsejó centrar el tema de esta 
investigación en el caso del 1 de octubre y dotar el trabajo de investigación 




El objeto de estudio será la interpretación judicial en catalán en España y el 
caso del 1 de octubre. Hay dos modalidades que se tendrán en consideración 
durante la investigación: la interpretación simultánea (modalidad en la que, 
según la legislación actual, se debería desarrollar el servicio de interpretación 
judicial), y la interpretación consecutiva bilateral que se propuso en el caso del 
1 de octubre (y que, paradójicamente, es la que se utiliza en la mayoría de 
juicios). 
Para poder encajar mi previa formación en antropología lingüística en el actual 
máster en interpretación de conferencias, el trabajo combinará metodologías 
frecuentes en las etnografías sociales: estudio de literatura previa y legislación 
actual, análisis de los medios de comunicación y análisis del discurso oral y 
escrito de las partes implicadas.  
Aunque más adelante se detallan los objetivos, el propósito general del trabajo 
es analizar este caso práctico del 1 de octubre para entender cómo se 
pueden y se deberían desarrollar situaciones futuras similares.  
Sin embargo, antes de entrar en materia, es interesante analizar el nacimiento 
y la trayectoria de la interpretación judicial o jurídica. 
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1.1. La interpretación judicial o jurídica 
Existe una gran variedad de definiciones sobre la interpretación jurídica, pero 
Cynthia Minguélez lo define perfectamente en la siguiente cita: 
La interpretación jurídica consiste en la interpretación que se realiza en 
el marco de las instituciones judiciales para que una parte entienda y 
quede informada del procedimiento y/o pueda declarar en su idioma 
materno. Esta es una división de interpretación en los servicios públicos, 
que engloba los servicios médicos y sociales entre otros . (Minguélez, 
2003, p. 36). 
A su vez, hay una gran variedad de teorías que intentan explicar el nacimiento 
de la profesión. Alonso y Payàs (2008) presentan las distintas designaciones 
que 
 VIII   XVI), y hacen especial hincapié 
en el vínculo que tuvo la profesión con la existencia de las fronteras: 
Desde tiempos bien remotos, los poderes públicos establecidos en 
zonas fronterizas emplearon mediadores culturales conocedores de 
idiomas en las relaciones con sus súbditos. Junto a numerosos casos 
conocidos de intérpretes diplomáticos en las cortes renacentistas y en 
los reinos árabes del norte de África, existe documentación que 
demuestra la existencia de distintos oficios relacionados con la 
traducción e interpretación en la España medieval y en la América 
colonial. Las fuentes documentales de los siglos XIII a XVII confirman 
este ejercicio de la mediación lingüística en diversos espacios de la vida 
pública. Apuntan además a una cierta delimitación del perfil profesional: 
la legislación aplicable en España y en América reguló en fechas muy 
tempranas, anteriores a cualquier asociación colegial o gremial, 
aspectos prácticos como el modo de acceso al oficio, la retribución, el 
lugar de trabajo o el código de comportamiento, entre otros  (Alonso y 
Payàs, 2008, p. 39).  
Sin embargo, varias teorías coinciden en la expansión y regulación de la 
interpretación durante la colonización española. Como bien detallan Alonso, 
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Baigorri y Payàs (2008), una parte de los colonizadores eran religiosos y 
estaban especialmente concienciados con la importancia de los idiomas y la 
necesidad de la comunicación con la población local para cumplir su objetivo: 
evangelizar. Por ello, muchos intentaban aprender las lenguas locales antes de 
llegar a América. Sin embargo, el castellano, a pesar de los esfuerzos de la 
Corona para implementar la lengua en la población, se limitaba a ser la lengua 
de la élite política, teniendo una implementación tardía en la población local. 
Allí surgió la necesidad de la interpretación para facilitar las relaciones entre los 
civiles y las autoridades españolas. 
El aumento de la necesidad de intérpretes por parte de la administración 
comportó también la necesidad de la regulación de la profesión, basada en una 
regulación similar a la de los gremios de la sociedad multicultural medieval 
hispana, tipificando así el oficio. Las primeras leyes que la regulaban fueron las 
Leyes de Indias, de 1529. 
Las Leyes de Indias recogen, entre otras, todo un repertorio de normas 
e instrucciones dictadas por Carlos V, Felipe II y Felipe III entre 1529 y 
1630 y referidas a las actuaciones de los intérpretes o «lenguas de 
yndios» en Nueva España . (Alonso, et al., 2008, p. 42). 
A su vez, la actividad de los alfaqueques medievales en la España 
peninsular había quedado normalizada a partir del siglo XIII, con el título 
correspondiente de Las Siete Partidas. (Alonso, et al., 2008, p. 52). 
Mohamed Sali, Traductor del Ministerio de Justicia, por otra parte, sitúa el 
nacimiento del intérprete judicial en el ingreso de España en la CEE en el 1986. 
Esta profesión quedó fortalecida por la mayor circulación entre ciudadanos 
europeos y por "el progresivo e imparable aumento de los flujos migratorios de 
países terceros no hispanohablantes, procedentes de África, Asia y Europa del 
Este". (Sali, 2003, p. 147). 
Poco a poco, la interpretación judicial se fue modificando y adaptando a las 
necesidades de la sociedad del momento hasta la fecha actual. Con la 
globalización, la investigación en interpretación en los servicios públicos 
(  y que engloba interpretación 
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en ámbitos educativos, hospitalarios y sociales) está adquiriendo cada vez más 
importancia. Y aunque la interpretación judicial en sí no se incluye dentro de la 
ISP en todos los países, esta investigación está permitiendo el crecimiento 
exponencial de la profesión y de su profesionalización, facilitando que se 
reconozca ancia de una , p. 
38) y que se adquiera un profesionalismo necesario. Esto no solo es necesario 
para el bien de la profesión, sino también porque los principios legales que 
fundamentan la interpretación comunitaria son universales, por lo tanto, la 
interpretación es un derecho, no un privilegio  (Miguélez, 2003, p. 37). 
Entrando en materia, es importante anotar la diferencia entre intérpretes 
judiciales e intérpretes jurados. Estos segundos, los intérpretes jurados, 
pasan por un proceso de selección muy exigente. Se les requiere una 
formación previa específica y forman parte de los poderes públicos. Sin 
embargo, no son ellos los encargados de la interpretación en los juicios. De ello 
se encargan los intérpretes judiciales, designados por agencias conocidas 
como contratas , por el que la autoridad autonómica otorga con criterios 
, 2003, p. 134). La 
realidad es complicada.  
En muchos casos, los profesionales como doctores, abogados, jueces, 
agentes de policía o trabajadores sociales no entienden los conceptos 
básicos de la transferencia lingüística y aceptan la creencia popular de 
que cualquiera que sea bilingüe puede automáticamente interpretar en 
cualquier lugar o circunstancia  (Valero, 2003, p. 40).  
En España, esto se traduce en una desvinculación de la interpretación por 
parte del Estado y de los jueces, dejando el servicio a manos de estas 
empresas que lo gestionan con un criterio puramente económico y que suelen 
elegir a profesionales no cualificados y que frecuentemente cometen errores en 
los casos judiciales. En este momento basta tener el bachillerato para pasar 
las pruebas selectivas  (Peñarroja, 2003, p. 133). Esta es una situación 
extremadamente peligrosa para los mismos profesionales, para los acusados 




Para evitar esta situación, distintas asociaciones y grupos de investigación 
como la Asociación de Traductores e Intérpretes Jurados y el grupo MIRAS 
están luchando para conseguir pautas que regulen el mercado y el desarrollo 
de los intérpretes y devuelvan el prestigio a la profesión, con dificultades para 
convencer a la administración: 
Las gestiones ante el Consejero de Justicia catalán mostrando nuestra 
disconformidad con el modelo que se sigue, no han sido exitosas. La 
única entidad que se ha pronunciado sobre nuestra iniciativa ha sido el 
Tribunal Superior de Cataluña que de forma decepcionante afirma que 
nuestro problema no perturba a la administración de justicia . 
(Peñarroja, 2003, p.134). 
Hasta que las instituciones no se conciencien de la relevancia de este asunto y 
se tomen medidas legales en la materia, será difícil cambiar la situación actual 
que no solo desprestigia la profesión, sino que tampoco garantiza los mínimos 
legales a los acusados para disfrutar de una interpretación digna y de calidad. 
Para mejorarlo, se necesita una formación mínima de los profesionales que 
garantice la competencia, la imparcialidad y la confidencialidad de los 
intérpretes, así como su máximo cumplimiento. 
Paralelamente a la realidad de la interpretación judicial, este trabajo se 
enmarca también en la realidad política del 2017 en Cataluña, que dio fruto a la 
situación legal que se estudia en el caso práctico. 
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1.2.  Marco político 
Los antecedentes del 1-O se remontan al 2010 con el inicio del procés català, 
un conjunto de hechos sociales y políticos que han seguido hasta la actualidad, 
con los cuales la ciudadanía perseguía el objetivo de lograr la 
autodeterminación y la independencia de Cataluña. El 9 de noviembre de 2014, 
Artur Mas, que en ese momento era presidente de la Generalitat de Cataluña, 
ya organizó un referéndum no vinculante. 
Años más tarde, el 6 de septiembre de 2017, y como respuesta a la 
desconformidad ciudadana creciente, se aprobó en el Parlamento de Cataluña 
una Ley del Referéndum con resultado vinculante. Es decir, en caso que el 
resultado fuera positivo, se proclamaría la independencia. Un día más tarde, el 
Tribunal Constitucional suspendía esta misma ley y el referéndum 
correspondiente, declarándolo inconstitucional. A pesar de ello, la Generalitat lo 
celebró el 1 de octubre de 2017 de manera unilateral. La pregunta del 
referéndum era: «¿Quiere que Cataluña sea un estado independiente en forma 
de república?». Según el presidente de la Generalitat, quién proclamó la 
independencia después de los resultados (aunque retiró la declaración minutos 
más tarde), la jornada se cerró con 2.262.424 papeletas contabilizadas, con 
una participación del 43,03% (un 90,18% a favor del sí, un 7,83% a favor del no 
y un 1,98% de votos en blanco). 
El mismo día de la celebración del referéndum, la Fiscalía del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña solicitó a las fuerzas policiales que requisaran el 
material del referéndum y se llevaron a cabo fuertes cargas policiales que 
dejaron entre 130 y 893 de heridos (la cifra varía según la fuente de consulta). 
Cuatro de ellas tuvieron que ser hospitalizadas, y una persona, Roger 
Espanyol, perdió la visión de un ojo por el disparo de una bala de goma por 
parte de las fuerzas policiales, arma prohibida en Cataluña desde el 2014. 
Según el Ministerio de Interior español, también quedaron heridos varios 
agentes de la Policía. 
Los políticos que organizaron el referéndum fueron juzgados por las 
autoridades alegando la ilegalidad y la malversación de fondos públicos del 
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acto. Algunos políticos como el presidente de la Generalitat1 Carles 
Pugidemont, Clara Ponsatí (consejera de educación), Marta Rovira (diputada 
del Parlamento y secretaria heneral de Esquerra Republicana de Catalunya), 
Antoni Comín (consejero de salud y diputado del Parlamento), Anna Gabriel 
(diputada del Parlamento) y Lluís Puig (consejero de cultura y diputado del 
Parlamento) viajaron a otros países para evitar la persecución policial. Después 
de largos procesos judiciales a nivel europeo, Puigdemont, Ponsatí y Comín 
consiguieron ser diputados en el Parlamento Europeo. 
Otros políticos como Oriol Junqueras (vicepresidente de la Generalitat, 
consejero de economía y hacienda, presidente de Esquerra Republicana de 
Catalunya), Raül Romeva (consejero de asuntos exteriores, diputado del 
Parlamento), Jordi Turull (consejero de la Presidencia de la Generalitat, 
portavoz del Govern de la Generalitat, diputado del Parlamento), Dolors Bassa 
(consejera de trabajo, asuntos sociales y familias de la Generalitat y diputada 
del Parlamento), Carme Forcadell (presidenta del Parlamento), Joaquim Forn 
(consejero de interior de la Generalitat), Josep Rull (consejero de territorio y 
sostenibilidad de la Generalitat), y líderes de organizaciones culturales como 
Jordi Sánchez (presidente de la Assemblea Nacional Catalana) y Jordi 
Cuixart (presidente de Òmnium Cultural) fueron encausados y siguen, a fecha 
de escritura de este trabajo, en prisión. Ellos son los protagonistas del caso 
práctico que se expondrá en el trabajo.  
Habiendo presentado esta realidad de la profesión, y la realidad política, esta 
investigación se basará en un marco teórico de las leyes y convenios que 
consideran la interpretación judicial, y la jurisprudencia seguida del caso 
práctico. Este analizará distintas fuentes y medios para poder plasmar la 
realidad del caso desde distintas perspectivas, así como el análisis de las 
respuestas de distintas plataformas y abogados de los acusados.  
                                                          
1
 Se detallan los cargos que ocupaban en el momento de celebración del referéndum, el 1 
de octubre de 2017. 
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2. Marco teórico 
La literatura previa sobre el uso del catalán en la justicia es extensa y recalca la 
importancia de un marco normativo que la recoja y que guíe el análisis del caso 
del 1 de octubre con determinación, para evitar repetir conclusiones y análisis 
ya presentados anteriormente. Para analizar toda esta información ya 
existente, es importante dividir el marco teórico en dos partes.  
En primer lugar, entidades lingüísticas catalanas como Plataforma per la 
Llengua o la Dirección General de Política Lingüística de Cataluña han 
analizado minuciosamente el uso lingüístico en ámbitos judiciales. Sin 
embargo, toda esta cantidad de fuentes bibliográficas desaparecen cuando 
estudiamos el uso de intérpretes al catalán en las instituciones, y es aquí 
donde se enmarca la investigación de este trabajo, centrándose en el caso del 
1 de octubre, de amplia cobertura mediática y que pone de manifiesto la 
necesidad de revisar la normativa sobre los intérpretes. Para situar el caso, el 
marco teórico se iniciará con el estudio de la legislación que regula el derecho 
a comunicarse con las instituciones en catalán. 
En segundo lugar, para comparar la teoría y la literatura escrita con la realidad 
actual y con el derecho a utilizar el catalán para comunicarse con las 
instituciones, se estudiará la jurisprudencia.  
Veamos esta información más detalladamente. 
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2.1. Derecho a comunicarse con las instituciones judiciales en catalán 
Teniendo en cuenta el punto anterior, analicemos el uso lingüístico en las 
interacciones con el poder judicial español según lo detalla la legislación. La 
versión vigente del artículo 231 de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder 
Judicial, del 1 de julio, que ha sido sometido a distintas enmiendas desde su 
entrada en vigor y que se cita a continuación, dicta que la lengua empleada 
durante las actuaciones judiciales debe ser el español y puede ser la otra 
lengua oficial de la comunidad autónoma en caso de que ninguna de las 
partes se oponga por desconocimiento, alegando que esto podría producir 
indefensión: 
1. En todas las actuaciones judiciales, los Jueces, Magistrados, 
Fiscales, Secretarios y demás funcionarios de Juzgados y Tribunales 
usarán el castellano, lengua oficial del Estado. 
2. Los Jueces, Magistrados, Fiscales, Secretarios y demás funcionarios 
de Juzgados y Tribunales podrán usar también la lengua oficial propia de 
la comunidad autónoma, si ninguna de las partes se opusiere, alegando 
desconocimiento de ella que pudiere producir indefensión. 
3. Las partes, sus representantes y quienes les dirijan, así como los 
testigos y péritos, podrán utilizar la lengua que sea también oficial en la 
comunidad autónoma en cuyo territorio tengan lugar las actuaciones 
judiciales, tanto en manifestaciones orales como escritas. 
4. Las actuaciones judiciales realizadas y los documentos presentados 
en el idioma oficial de una comunidad autónoma tendrán, sin necesidad 
de traducción al castellano, plena validez y eficacia. De oficio se 
procederá a su traducción cuando deban surtir efecto fuera de la 
jurisdicción de los órganos judiciales sitos en la comunidad autónoma, 
salvo si se trata de Comunidades Autónomas con lengua oficial propia 
coincidente. También se procederá a su traducción cuando así lo 
dispongan las leyes o a instancia de parte que alegue indefensión. 
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5. La habilitación como intérprete en las actuaciones orales o en lengua 
de signos se realizará de conformidad con lo dispuesto en la ley procesal 
aplicable  (Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, del 1 de julio, 
artículo 231). 
Este artículo deja a los jueces y a los trabajadores del Estado la elección del 
idioma a utilizar en las causas judiciales (sea castellano o el idioma de la 
comunidad autónoma en cuestión), teniendo en cuenta, además, que muchos 
de estos profesionales no ejercen en la comunidad autónoma de la que son 
originarios y no necesariamente hablan la lengua del territorio. 
Por ende, los intérpretes con el catalán como lengua A interpretarían en función 
de la elección lingüística de los jueces. Pongamos el ejemplo de un juicio 
celebrado en Barcelona, con juez originario de la Comunidad de Madrid y 
castellanohablante que decide que se celebre el caso en español. Aunque el 
intérprete trabaje con el catalán como lengua meta, tendría que dirigirse al 
magistrado en castellano. 
Sin embargo, existen varias Cartas, Leyes y directrices que se contraponen a 
esta condición, o que incluyen partes que quedan violadas por el artículo 
presentado anteriormente. 
Por ejemplo, el artículo 3 de la Constitución española de 1978 dicta que, 
aunque el castellano sea 
modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto 
. Este punto se contradice con el punto 1 del 
artículo 231 de la LOPJ presentado anteriormente, que detalla que, de entrada, 
los magistrados utilizarán el castellano. Esta elección inicial no protege la 
riqueza de las modalidades lingüísticas, ya que se limita el uso de estas 
lenguas en cuestión en el ámbito judicial.  
El artículo 1 y 6.3 del Convenio Europeo de los Derechos Humanos, 
aprobado en 1970 y ratificado por España, dicta que los derechos reconocidos 
, y 
además dicta que cada participante tiene derecho a ser asistido gratuitamente 
de un intérprete si no comprende o no habla la lengua empleada en la 
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. Este convenio tampoco contemplaría la diversidad lingüística ya 
que en España todos los ciudadanos deberían conocer, dada la educación 
recibida en la escuela, el castellano y tendrían que declarar en dicha lengua sin 
la posibilidad de tener asistencia de un intérprete en caso de tener otras 
lenguas como maternas. Este último punto se contradice con el artículo 1 del 
mismo convenio que prohíbe la discriminación por pertenencia a minorías 
nacionales. 
Los artículos 32 y 33 de la Ley Orgánica 6/2006 del 19 de julio, del 
Estatuto de Autonomía de Cataluña también presentan cláusulas sobre las 
opciones lingüísticas, haciendo hincapié en el derecho a la no discriminación 
de los ciudadanos por razones de lengua y reconociendo con la misma validez 
cualquier acto jurídico que se realice en castellano o en catalán. Sin embargo, 
el reconocimiento a posteriori no garantiza la opción de realización en catalán.  
El artículo 4 de la Ley 1/1998 del 7 de enero sobre política lingüística 
presenta la posibilidad de utilizar cualquiera de las dos lenguas oficiales en 
todos los ámbitos, sin discriminación por su elección. Sin embargo, como ya se 
ha explicado anteriormente, esta elección no recae sobre los ciudadanos sino 
sobre los magistrados. 
También se podría incluir en esta lista los artículos 9 y 10 de la Carta 
Europea para las Lenguas Regionales o Minoritarias, en los cuales los 
países signatarios se comprometen a realizar los procedimientos judiciales en 
las lenguas regionales o minoritarias si una de las partes así lo solicitara. Sin 
embargo, dado que esta Carta solo se aplica en los territorios en que se utilicen 
dichas lenguas, no tendría poder de regulación en el juicio estudiado, celebrado 
en Madrid. 
Por ultimo, la Directiva 2010/64/UE sobre el derecho a la interpretación y a la 
traducción en procesos penales (aprobada por el Consejo y el Parlamento 
Europeo el 20 de octubre de 2010) garantiza la posibilidad de disfrutar de 
interpretación para que cualquier parte no sufra indefensión si no habla la 
lengua en la que se celebra el juicio. Esta directiva tampoco sería aplicable al 
caso de estudio ya que no contempla las lenguas cooficiales, dejando así un 
vacío legal en caso que se quisiera declarar en una de ellas.  
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Para entrar en materia y entender el caso del 1 de octubre y la falta de 
interpretación, debemos plantear la siguiente pregunta:  
¿Tiene derecho un ciudadano catalanohablante a comunicarse con las 
instituciones judiciales en su lengua materna? 
Plataforma per la Llengua, en el Documento de Trabajo 14 titulado El català a 
la justicia del  (2006), presenta las 
restricciones que se aplican a los catalanohablantes: 
Més enllà de les provisions que es deriven del dret de defensa de 
pròpia i oficial 
escrites, en llengua catalana- només es poden fer davant dels òrgans 
judicials radicats a la comunitat autònoma, i no pas davant dels òrgans 
 (Plataforma per la Llengua, 2006) 
Analicemos esta cita, empezando por los Derechos de Defensa de los 
acusados. 
Según el artículo 142 del Capítulo III de la Ley de Actuaciones Judiciales, 
el personal funcionario debe utilizar el castellano o la lengua oficial de la 
comunidad autónoma si ninguna de las partes alega desconocimiento de esta. 
En el caso en cuestión pues, al celebrarse el juicio en Madrid, la lengua del 
juicio se limitaría al castellano. 
En el siguiente artículo (Artículo 143, Capítulo III, Ley de Actuaciones 
Judiciales), se prestan las condiciones del servicio de interpretación en el caso 
de que alguna persona involucrada en el proceso desconociera la lengua oficial 
y el castellano o fuere sorda. En este caso, se prestaría servicio de 
interpretación según la Ley 1/1996, de 10 de enero, reguladora de la 
Asistencia Jurídica Gratuita. 
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En este punto del marco teórico ya encontramos el primer conflicto del caso del 
1 de octubre: 
Los españoles que tengan lenguas maternas cooficiales como el gallego, el 
euskera o el catalán, solo tendrían reconocido el derecho a dirigirse a los 
jueces en estas lenguas en los territorios donde son cooficiales. Si el juicio se 
celebrara en comunidades monolingües, estos ciudadanos no podrían 
expresarse en sus lenguas maternas, ni tampoco disfrutar del servicio de 
interpretación ya que se sobreentendería su conocimiento de la lengua 
castellana dada la formación escolar obligatoria. 
Por otra parte, en los territorios con cooficialidad de lenguas, los magistrados 
que ejercen no tienen la obligación de conocer dichas lenguas. En este punto 
se produciría un conflicto de derechos entre la no obligación de los magistrados 
a conocer dichas lenguas cooficiales y el derecho de los ciudadanos a 
expresarse ante los magistrados en sus lenguas maternas (en los territorios 
mencionados). 
Este planteamiento se contrapone con el principio de igualdad de las lenguas 
cooficiales, como bien denuncia Plataforma per la Llengua en Balances 
lingüístiques, entre el català i el castellà en les pràctiques institucionals en els 
: 
A Espanya, a diferència de països multilingües semblants, no són els 
ciutadans qui escullen la llengua 
 el jutge qui escull la llengua, 
però atès que la llei determina que aquesta per defecte és el castellà, la 
preeminent és el castellà  (Plataforma per la Llengua, 2015, p. 79). 
También es interesante citar, aunque no se considere un documento legislativo 
en sí, la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, aprobada el 
2002: 
El ciudadano tiene derecho a utilizar con la Administración de Justicia 
del territorio de su comunidad la lengua oficial que escoja, y a ser 
atendido en los términos establecidos por la Ley Orgánica del Poder 
21 
 
Judicial, y los Estatutos de Autonomía y sus normas de desarrollo  
(Carta de Derechos de los Ciudadanos, 2002, p. 4). 
Al parecer, esta situación se mantiene así a pesar de las reclamaciones de las 
distintas organizaciones y de las medidas potenciadoras del uso de la lengua 
catalana:  
Por una parte, hay distintas plataformas que se suman a la denuncia de 
la situación: dvocacia Catalana, Associació de Juristes en 
Defensa de la Llengua Pròpia, entre otras.  
Por otra parte, el Departamento de Justícia y el Consejo de la Abogacía 
Catalana (2016) plantearon diferentes medidas. Por ejemplo, pagar una 















2.2. Selección de intérpretes 
Es conveniente analizar la selección del personal que realiza las 
interpretaciones. La ley no determina qué especificaciones deberían tener los 
profesionales para trabajar en el campo:  
habilitar como intérprete a cualquier persona conocedora de la lengua 
empleada, previo juramento o promesa de fiel traducción  (Ley 1/2000 
de Enjuiciamiento civil, artículo 142). 
Y aunque la Ley de Enjuiciamiento Civil dedica un artículo a la intervención de 
los intérpretes, la definición y los estándares que se requieren son inferiores a 
las necesidades reales:  
el Secretario por medio de decreto podrá habilitar como intérprete a 
cualquier persona conocedora de la lengua de que se trate, 
exigiéndosele juramento o promesa de fiel traducción  (Ley de 
Enjuiciamiento Civil, artículo 143.1) 
Es decir, la función real de este artículo es la de garantizar el derecho a una 
interpretación en caso de desconocimiento de la lengua del magistrado, pero 
no de prestar una interpretación de calidad y acorde a una normativa estricta. 
Este punto demuestra que la calidad lingüística, tan importante para asegurar 
una defensa justa y una buena explicación de los hechos, no se garantiza en la 
legislación y afectaría a ciudadanos que no tengan el castellano como lengua 
materna (ya fueren no-castellanoparlantes con interpretación, o hablantes de 
lenguas minoritarias que debieren declarar en castellano). Sin embargo, no 
tendría la misma afectación para estos dos colectivos ya que, en el caso de 
españoles hablantes de lenguas minoritarias, por educación escolar, conocen 
el castellano y no podrían alegar indefensión. 
En conclusión, se podría resumir el marco legislativo en los siguientes puntos: 
- Los ciudadanos que hablen una lengua cooficial tienen derecho a 
comunicarse con las instituciones judiciales en ella, siempre y cuando 
estén en un territorio que reconozca estas lenguas como tales.  
